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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD REFERIDO AL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE DISCAPACITADOS MENTALES.


HONORABLE CÁMARA:


	La Comisión de Salud pasa a informar, en segundo trámite constitucional, sobre el proyecto de ley del epígrafe, originado en una moción de los H. senadores señores Carlos Bombal, Enrique Silva Cimma e Ignacio Pérez Walker.


1. FUNDAMENTOS DEL PROYECTO.


	Los autores de la moción proponen modificar la ley N° 18.600, que establece diversas disposiciones aplicables a los deficientes mentales, basada fundamentalmente en la actividad protectora sólo del Estado y de las familias, para, en cambio, comprometer a la sociedad en su conjunto en la atención de esas personas, tal como lo establece, en general, para las personas con discapacidad, la ley N° 19.284.


	Una de las innovaciones que sugieren es establecer una curatela legal para los discapacitados mentales, que asumirían las personas que los tienen a su cargo.


	Esta norma obedece a que los discapacitados habitualmente sobreviven a sus padres, por lo que, al fallecer éstos, quedan absolutamente desamparados.  Por ello, mientras se les nombra por la justicia un curador permanente, la ley debe establecer algún mecanismo de resguardo, como permitir a las personas que los tienen a su cuidado hacerse cargo del discapacitado de manera transitoria.


	Por su parte, la Comisión de Salud del H. Senado, al recomendar la aprobación en general de la moción, apuntó que ella persigue redefinir el ámbito de protección legal de dichas personas y el concepto mismo de deficiente mental; cautelar que la educación que se les imparta tenga en cuenta sus diferencias; impedir que ellas sean discriminadas en el ámbito laboral, y otorgarles una curaduría legal provisoria, en caso de que no tengan curador y no estén sujetos a patria potestad.


Síntesis de las ideas matrices o fundamentales.


	El proyecto modifica la ley N° 18.600, que establece normas sobre deficientes mentales, con objeto de extender a toda la sociedad las obligaciones que existen respecto de ellos, en especial en materia educacional y laboral, como también contempla en su favor una curaduría provisoria de pleno derecho, la que será ejercida por las personas naturales o jurídicas inscritas en el Registro Nacional de la Discapacidad (Fonadis).








Análisis del proyecto.


	Para los efectos de materializar la idea matriz, el artículo único del proyecto modifica diversos artículos de la ley N° 18.600, reemplazando en cada una de sus disposiciones el término “deficiente mental” por “discapacitado mental”.


	Asimismo, el número 1 del artículo único sustituye el inciso primero del artículo 1° de la ley 18. 600 con objeto de que este texto legal sea más acorde con la norma del artículo 2° de la ley N° 19.284, sobre personas con discapacidad, que impone deberes a su familia y a la sociedad en su conjunto.


	De igual manera, la familia está obligada al cumplimiento de los deberes correlativos a los derechos que les corresponden a las personas con discapacidad mental, ya que, de acuerdo con las reglas básicas del ordenamiento civil, el cuidado personal de los hijos les corresponde a sus padres, quienes están obligados a proporcionarles alimentos.


	La referencia que se hace a “la sociedad en su conjunto” tiene por objeto denotar la responsabilidad que debe admitir en este ámbito el grupo social.


	Por último, se hace presente que, si bien, aparentemente, se reduce el número de actividades que constituirían derechos para el discapacitado mental, ello se explica por el hecho de que los conceptos que se incluyen están comprendidos dentro de otros más amplios, como la prevención de la discapacidad y la rehabilitación, tal como lo señala el artículo 2° de la ley N° 19.284.


	El número 2 sustituye el artículo 2°, que, a su vez,  sustituye la definición de persona con discapacidad recogiendo los conceptos que consagra el artículo 3° de la ley N° 19.284 y el artículo 3° de su reglamento, puesto que se consideró que la ley sobre deficientes mentales debería adecuarse a la ley sobre discapacidad general, evitando producir alteraciones en el universo de personas que puedan acogerse a sus disposiciones, ya que, si se considerará una nueva definición, podría implicar una derogación tácita de la ley N° 19.284.


	La norma en comento declara que, para los efectos de esta ley, se considera persona con discapacidad mental a toda aquella que, como consecuencia de una o más deficiencias psíquicas, congénitas o adquiridas, previsiblemente de carácter permanente y con independencia de la causa que la hubiere originado, vea obstaculizada, en a lo menos un tercio, su capacidad educativa, laboral o de integración social.


	Además, señala cuándo se entiende disminuida en un tercio la capacidad de la persona y la forma de medir el coeficiente intelectual.


	El número 4 sustituye el artículo 4° de la ley N° 18.600, y establece que la constatación, calificación, evaluación y declaración de la discapacidad mental, así como su certificación, se hará en conformidad a lo establecido en la ley N° 19.284 y su reglamento.


	Por consiguiente, se suprimen de la ley N° 18.600, las reglas de procedimiento para certificar la discapacidad mental y se hacen aplicables las normas del Título II de la ley N° 19.284.


	Como consecuencia de esta disposición, el número 5 del proyecto propone derogar los artículos 5° y 6° de la ley N° 18.600.


	El número 6 incorpora un artículo 8° bis, nuevo, que establece que la educación que se imparta a la persona con discapacidad mental tenderá a desarrollar armónicamente sus facultades y capacidades personales, permitiéndole una integración social, educativa, laboral y artística según sus habilidades..


	La norma pretende desarrollar en mayor medida la integración que debe tener la educación de las personas con discapacidad y llamar la atención acerca de diversas habilidades que ellas poseen y que son desconocidas para el común de las personas.


	El número 16 incorpora un artículo 18 bis.


	Esta disposición establece que las personas naturales o jurídicas que se encuentren inscritas en el Registro Nacional de la Discapacidad que tengan a su cargo a discapacitados mentales serán curadores provisorios por el solo ministerio de la ley cuando se cumplan determinados requisitos que esta ley señala.


	La disposición tiene por finalidad no privar al discapacitado de la protección general que brinda el ordenamiento civil a las personas sujetas a guarda y facilita la acreditación de la curaduría frente a terceros, por cuanto se difiere sin discernimiento y sin declaración de interdicción.


	Los requisitos para que opere esta curaduría provisoria por el solo ministerio de la ley, en general, son:


	- Que el discapacitado se encuentre bajo su cuidado permanente.


	- Que carezca de curador o no se encuentre sometido a patria potestad.


	- Que la persona llamada a desempeñarse como curador provisorio no esté afecta a alguna de las incapacidades para ejercer tutela o curaduría que establece el Código Civil.


	La curaduría que establece esta ley durará mientras el discapacitado mental permanezca bajo la dependencia y cuidado de la persona inscrita en el Registro Nacional de la Discapacidad y no se le designe curador.  Para ejercerla, no será necesario el discernimiento ni rendir fianza.


2. RESUMEN DEL CONTENIDO DEL PROYECTO APROBADO POR EL H. SENADO.


Opinión de la Comisión de Salud del H. Senado.


	La Comisión concordó plenamente con la preocupación de los autores de la moción en orden a revisar alguna de las materias contenidas en la ley N° 18.600, a fin de actualizar ciertos conceptos uniformándolos con los contenidos en la ley general sobre personas con discapacidad y su reglamentación y complementar sus disposiciones con el objeto de mejorar el amparo jurídico a las personas con discapacidad mental.


	El proyecto, no hace sino observar reglas básicas de nuestro ordenamiento constitucional, como la igualdad en dignidad y derechos de todas las personas, la obligación del Estado de servir a la persona humana y contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a todos y cada uno de los integrantes de la comunidad su mayor realización espiritual y material posible; y los deberes que también le asisten de promover la integración armónica de todos los sectores de la Nación y asegurar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional.


	Tales obligaciones del Estado, contempladas en el artículo 1° de la Constitución Política, son particularmente sensibles cuando se trata de personas que, por circunstancias del todo ajenas a su voluntad, se encuentran en una abierta desigualdad de hecho, conformando una minoría en inferioridad de condiciones, situación que, casi con certeza nunca podrán superar.  Todo ello ha llevado al legislador a redoblar los esfuerzos para buscar fórmulas que permitan obviar esa forzada desigualdad de los discapacitados mentales y fomentar su integración a la comunidad nacional.


	La Comisión del H. Senado estuvo de acuerdo en que la revisión de la normativa legal que se propone efectuar se relacione únicamente con la ley N° 18.600, que es la específica de los deficientes mentales, y no se aborden en esta oportunidad cambios referentes, en general, a las reglas sobre discapacidad, contenidas en la ley N° 19.284, lo que, por su propia naturaleza, plantearía situaciones más complejas de solucionar.


3. DISCUSIÓN GENERAL DEL PROYECTO.


Personas escuchadas por la Comisión


	Vuestra Comisión, en la discusión de esta iniciativa, contó con la participación del H. senador señor Enrique Silva Cimma; en representación de la Unidad Mental del Ministerio de Salud, de la doctora señora Carmen López y del señor Luis Flores; de la Secretaria Ejecutiva del Fondo Nacional de la Discapacidad,  señora Andrea Zondek, y del Fiscal de dicho organismo, señor Víctor Fuenzalida.


	El H. senador señor Enrique Silva Cimma expresó que el proyecto original tenía una finalidad específica, que era la de solucionar la situación de los deficientes mentales que, por el fallecimiento de sus padres, quedan sin curaduría.


	Hasta hace algunos años las personas con discapacidad mental tenían una esperanza de vida de más o menos veinticinco años y, por consiguiente, fallecían antes que sus progenitores, pero en los últimos años su esperanza de vida es similar a la de cualquier otra persona, lo cual, si bien es muy auspicioso, a ellas les está generando problemas, ya que sucede con mucha ocurrencia que sus padres o familiares más directos fallecen antes que ellas de manera tal que quedan en absoluta orfandad.


	Estas personas no están declaradas sin discernimiento, lo que se debe a distintas razones, como, por ejemplo, a falta de conocimiento de los familiares o de quienes los tienen a su cargo o por falta de medios, por lo que, al fallecer sus progenitores, quedan prácticamente abandonados y sin posibilidad alguna de reclamar determinados derechos que hipotéticamente puedieran tener en materia sucesoria, por ejemplo.


	El fundamento original de la iniciativa era el de otorgar a los discapacitados mentales una curaduría provisoria hasta el momento en que, de acuerdo con las normas del Código Civil, se les designara un curador legal.


	Durante el estudio del proyecto, se constataron una serie de vacíos y falencias que implicaban ciertas confusiones y conflictos de las normas aplicables a estas personas, por lo que se resolvió, primero en la Comisión de Salud y posteriormente en la de Constitución, Legislación y Reglamento del Senado, complementarlas sin perder su finalidad original.  La complementación de las normas originales de la iniciativa pretende solucionar el conflicto derivado de la existencia de dos cuerpos legales sobre el particular.  El primero es la ley N° 18.600, que establece normas sobre deficientes mentales, y el segundo es la ley N° 19.284, sobre plena integración social de las personas con discapacidad.


	La primera falencia que se constató dice relación con la terminología que se usa para denominar a estas personas en términos genéricos.  La ley N° 18.600 se refiere a deficientes mentales y la ley N° 19.284, a personas con discapacidad.  La primera denominación actualmente está obsoleta, ya que ahora se habla de discapacidad mental, por lo que se propone sustituir en todas las disposiciones de la ley N° 18.600 los  términos “deficientes mentales” por “discapacitado mental”


	De igual manera, se propone sustituir el artículo 1° de la ley N° 18.600, para señalar expresamente que los discapacitados poseen derechos y respecto de ellos existen deberes.  Los derechos que estas personas poseen dicen relación con la prevención, rehabilitación y equiparación de oportunidades de quienes adolecen de una discapacidad mental, y los deberes son los que tiene toda familia y la sociedad en su conjunto de protegerlos para que no queden abandonados.


	Se consideró que en muchos aspectos este es un problema que amerita la protección del Estado y está comprobado que existen muchos casos en que las corporaciones o fundaciones privadas sin fines de lucro son las que, de alguna manera, se hacen cargo de la atención de estas personas discapacitadas y asumen la tarea de protegerlas, por lo que en el Senado se optó por hacer referencia a que existe un deber de la familia y de la sociedad en su conjunto respecto de estas personas.


	Las personas que  trabajan en distintas instituciones que atienden especialmente menores discapacitados mentales han constatado el enorme grado de proyección que pueden tener, como también la posibilidad de que en especial los jóvenes desarrollen vocaciones como la música, el arte y la posibilidad de realizar trabajos y actividades útiles para ganarse su sustento.


	Informó sobre el trabajo realizado por una fundación que preside, la que puso en marcha un proyecto en conjunto con la Dirección Nacional de Bibliotecas, Archivos y Museos.  Contó con el apoyo de la Corporación Andes, que aportó el financiamiento.  Este proyecto posibilita que jóvenes discapacitados mentales se dediquen laboralmente a limpiar los libros de la Biblioteca Nacional.  Dicha labor se está realizando desde hace un año con gran éxito, puesto que estos jóvenes tienen gran poder de concentración y notable cuidado con los textos que deben limpiar. Hizo presente que por esta labor se les esta pagando una remuneración del orden de los 60 mil pesos mensuales.


	Asimismo, se les está proporcionando capacitación en otros oficios, como pastelería y elaboración de pan, con bastante éxito.


	En relación con el proyecto de ley, expresó que una de las modificaciones que se debe destacar dice relación con incorporar en la ley N° 18.600 un nuevo artículo 18 bis.  Esta nueva norma viene a solucionar el problema que tienen las personas con discapacidad mental cuyos padres fallecen y quedan abandonados.


	Esta disposición, precisamente, constituye la materialización del objetivo original de esta iniciativa, ya que establece que la persona, natural o jurídica, que tenga a las personas a su cargo será  curador provisorio de los bienes de éstos, por el solo ministerio de la ley.


	Los requisitos para que opere esta curaduría, son:


	1.- Que la persona natural o jurídica se encuentre inscrita en el Registro Nacional de la Discapacidad.


	2.- Que la persona con discapacidad mental se encuentre bajo su cuidado permanente.


	3.- Que el discapacitado mental carezca de curador o no se encuentre sometido a patria potestad, y


	4.- Que la persona natural llamada a desempeñarse como curador provisorio o, en su caso, los representantes legales de la persona jurídica, no estén afectados por alguna de las incapacidades para ejercer tutela o curaduría.


	Enfatizó, respecto de esta disposición, que la curaduría durará mientras la persona permanezca bajo dependencia y cuidado y mientras no se le designe un nuevo curador en conformidad a las normas generales del Código Civil.


	Destacó que, para ejercer esta curaduría, no será necesario el discernimiento, ni rendir fianza, ni hacer inventario.  Además, los curadores gozarán del privilegio de pobreza en las actuaciones judiciales y extrajudiciales que realicen con relación a esta curaduría y no percibirán retribución alguna por su gestión.


	Concluyó señalando que esta iniciativa fue aprobada por unanimidad en el H. Senado, por cuanto se consideró importante cautelar los derechos de las personas con discapacidad mental que, por la muerte de sus progenitores, quedan abandonadas y en razón de su condición no pueden ejercer determinados derechos que les corresponderían, ya que para ello sería necesario declararlos sin discernimiento, trámite que debe plantearse ante los tribunales de justicia, que es bastante engorroso y que, en la mayoría de los casos, no se hace, por lo que quedan aun más indefensos.


		En el debate se destacó que uno de los autores de la moción, como lo es el H. senador Enrique Silva Cimma, había realizado una amplia y completa exposición ante la Comisión, había reflejado la necesidad de legislar en una materia que va en directo beneficio de una parte importante de la población discapacitada de nuestro país.  El señor Silva Cimma, dando respuesta a diversas inquietudes de los señores diputados integrantes de la Comisión, expresó que el curador representa y ejerce los derechos de todas las personas que son incapaces relativos o absolutamente incapaces y que, en razón de que carecen, precisamente, de capacidad para actuar en la vida civil, requieren de representación.


	Los discapacitados mentales, por tratarse en la mayoría de los casos de personas absolutamente incapaces, no pueden ejercer sus derechos por sí mismos y, por lo tanto, para realizar cualquier gestión, requieren de un representante y ese alguien, por regla general, son los padres.  Al fallecer éstos, quedan absolutamente desprotegidos  por lo que se propone que la persona, natural o jurídica, que lo tenga a su cargo será considerada su curador por el solo ministerio de la ley, siempre que se cumplan determinados requisitos que la ley exige.


	En el fondo, al darle al incapaz un curador, se lo habilita para actuar en la vida civil y reclamar sus derechos, como, por ejemplo, herencia, pensiones asistenciales o de orfandad, etcétera.


	De igual manera, en el debate se valoró especialmente que la iniciativa en estudio tiene un objetivo fundamental el cual es el de proteger a los discapacitados mentales otorgándoles una curaduría provisoria que persiste mientras no se otorgue otra en conformidad a las reglas del Código Civil.


	Ante una consulta acerca de cómo se fiscaliza la labor de los curadores y quién protege a los discapacitados de los curadores que eventualmente puedan ser arbitrarios en el ejercicio de su cargo, el H. senador Silva Cimma expresó que, precisamente, para evitar que se comentan abusos se ha privilegiado que las personas que puedan asumir la curaduría sean aquellas que tienen al menor a su cuidado permanente.  El ejercicio del cargo no da derecho a ninguna retribución económica, ya que, tratándose de personas jurídicas, deben ser entidades sin fines de lucro.


	El señor Victor Fuenzalida (Fiscal del Fondo Nacional de la Discapacidad) expresó que durante el primer trámite constitucional de este proyecto, le correspondió dar a conocer la opinión de Fonadis sobre la iniciativa en estudio, concordando con el cambio de la nomenclatura utilizada en la ley  N°18.600, que se refiere a deficientes mentales, por lo que debe ser armonizada con el concepto de la ley N° 19.284, sobre integración social de las personas con discapacidad.


	La ley N° 18.600 respondió a un contexto determinado y dio respuesta a problemas de la época de su publicación en 1987; pero, desde ese tiempo a esta parte, ha cambiado el enfoque en relación con el tema de la discapacidad.  Es decir, en lugar de una actitud o una acción básicamente asistencial respecto de las personas con discapacidad mental, ahora se pretende establecer una equiparidad de oportunidades, puesto que se trata de hacer accesible el entorno y todos los sistemas de la sociedad a todas las personas, incluidas aquellas que son discapacitadas.


	Actualmente, se parte de la base de la igualdad de derechos y, por lo tanto, de la necesidad de crear los mecanismos necesarios para que se puedan insertar como personas y ejercer esos derechos.  Este es el espíritu de la ley N° 19.284.  En este contexto, la ley N° 18.600 no legisla en forma integral sobre este principio y ello queda claramente reflejado en la sola lectura de sus disposiciones.


	En este sentido, hizo presente que uno de los temas fundamentales en el ámbito internacional que contribuyeron a la dictación de la ley N° 19.284 son las normas uniformes sobre igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad elaboradas por las Naciones Unidas, que fueron aprobadas por resolución el 20 de diciembre de 1993.


	En relación con la iniciativa en estudio, destacó que ella tiene por objeto otorgar una curatela legal provisoria de bienes para las personas con discapacidad mental.  Un problema que en la práctica se presenta originó la presentación de esta moción.  Efectivamente, para muchos padres de personas con discapacidad mental existe el temor, fundamentado en experiencia concreta, de que, cuando ellos no estén, estas personas carecerán de curador.  Por lo tanto, pueden tener bienes producto de la sucesión y pueden ser objeto de algún tipo de fraude desde el punto de vista legal que los prive de esa capacidad patrimonial.


	El trámite de la curatela, desde el punto de vista de la legislación general, es lento y oneroso y se hace a través de las Corporaciones de Asistencia Judicial, lo cual es más lento aun.  Así es como durante un período bastante largo la persona se encuentra en la indefensión.


	Finalmente, señaló que la curatela tiene lugar por el solo ministerio de  la ley cuando concurren ciertos requisitos copulativos que están establecidos en el artículo 18 bis, que se incorpora mediante el número 16 del artículo único del proyecto.  Uno de esos requisitos es que la persona natural o jurídica que vaya a asumir la curaduría debe estar inscrita en el Registro Nacional de la Discapacidad.	


	La doctora Carmen López (de la Unidad de Salud Mental del Ministerio de Salud) considera un gran avance el hecho de que se reemplace la denominación de deficiencia mental por discapacidad mental, puesto que está más acorde con la realidad de las personas que presentan este tipo de problemas. Además, el término discapacidad apunta no sólo a aquellos casos de problemas congénitos a nivel intelectual, sino también a aquellos que se producen después del nacimiento.  No se trata sólo de un problema de limitación en las funciones estrictamente intelectuales o cognitivas. También abarca problemas psíquicos. Es decir, comprende el comportamiento y la adaptación de las personas a las cuales se les hace muy difícil hacerse cargo de sí mismas y cumplir todos los papeles que se esperan de un adulto normal	


	Esta nueva definición, más que aludir a un puntaje, alude a la reducción en la capacidad de la persona  a un tercio en todos los ámbitos.  Es decir, cuando el rendimiento intelectual, emocional, conductual y de relación es igual o inferior al setenta por ciento de lo esperado en una persona de igual edad, condición social y cultural, esto es medido por un instrumento validado por la Organización Mundial de la Salud, que reemplaza los habituales tests psicométricos. Además. esto es administrado individualmente a nivel de cada uno de los países.  Por ello, es necesario suprimir el concepto de evaluación psicométrica, porque ésta mide un ámbito más amplio de la conducta humana.


	Manifestó estar del acuerdo con que el procedimiento para calificar a las personas con discapacidad mental se realice, de conformidad a lo que establece la ley N° 19.284, sobre plena integración social de las personas con discapacidad, lo que establece todo un procedimiento para explorar y para certificar las discapacidades.


	En cuanto al instrumento validado por la Organización Mundial de la Salud, éste ha culminado su elaboración con la participación de expertos y técnicos de muchos países.  El Ministerio de Salud ha participado activamente en las instancias en que le ha correspondido, es decir, conocer primero la propuesta del instrumento y después aportar a su adecuación.  Este instrumento está comenzando a ser utilizado, a modo de programas piloto, en países como España.  Este instrumento es el más moderno y acorde con el concepto de discapacidad.  Para ser utilizado en Chile, sólo tendría que esperarse que se completaran todas las experiencias que están en marcha y hacer una adaptación y una validación rigurosa para su uso en la población chilena.


	El mayor problema de las personas con discapacidad mental se da en el plano conductual y de relación con el resto de las personas, dentro de una sociedad que cada vez es más compleja.  Por eso se tiende a reemplazar los instrumentos psicométricos por otros más amplios, que den cuenta de la gama de dificultades que tienen estas personas.


	Finalmente, hizo presente que el instrumento señalado, si bien evalúa por separado las distintas áreas, a la hora entregar el diagnóstico que da cuenta de la existencia o no de discapacidad, considera todas las áreas y hace un diagnóstico final que integra los resultados.  A veces, estando normal el rendimiento de la persona en una de las áreas, en el contexto de las otras hay dificultades suficientes que finalmente dan cuenta de una discapacidad.  A su juicio, la redacción del inciso segundo del articulo 2° habría que modificarla para hacerla más explícita.


-------


Discusión general


	En la discusión general de la iniciativa en estudio se hizo especial mención por integrantes de vuestra Comisión de la situación que enfrentan los discapacitados en general y los discapacitados mentales en especial para su integración social. 


	Se puso énfasis en que la discapacidad en general afecta al seis por ciento de la población de nuestro país y sólo existe el Fonadis como un fondo para financiar proyectos que vayan en ayuda de estas personas, el cual es absolutamente insuficiente.  No existe un servicio del discapacitado que pudiera ser, de alguna forma, equivalente a un servicio de salud.


	Asimismo, se señaló que la situación de la ciudad de Santiago y la de las grandes ciudades es absolutamente diferente de la que afecta a las zonas rurales o poblados pequeños de nuestro país, ya que en estos últimos los discapacitados de cualquier tipo no tienen acceso a ninguna ayuda e incluso tienen problemas para acceder a la atención de salud.


	Se destacó que la situación que enfrentan los discapacitados mentales es mucho peor, ya que en su mayoría están abandonados y se encuentran, en algunos casos, totalmente desamparados.	


	Finalmente,  los señores diputados presentes, después de haber analizado los antecedentes proporcionados por el H. Senado y de haber escuchado a las personas anteriormente mencionadas, coincidieron con la idea de legislar del proyecto en los términos propuestos y lo aprobaron, en general, por unanimidad.


Discusión particular


Artículo único.


	Introduce diversas modificaciones a la ley N° 18.600 sobre deficientes mentales.


N° 1.


	El número 1 que modifica el artículo 1º fue aprobado, sin debate, por unanimidad, en los mismos términos propuestos por el H. Senado


N° 2.


	El número 2, reemplaza el artículo 2°.


	El inciso primero fue aprobado sin debate, por asentimiento unánime.


	La Diputada señora Ovalle y los Diputados señores Arratía, Cornejo, don Patricio; Girardi, Melero, Ojeda, Olivares y Palma, don Osvaldo, formularon indicación para sustituir el inciso segundo por el siguiente:


	“Se entiende disminuida en un tercio la capacidad educativa, laboral o de integración social de la persona cuando, considerando en conjunto su rendimiento en las áreas intelectual, emocional, conductual y relacional, se estime que dicha capacidad es igual o inferior al setenta por ciento de lo esperado para una persona de igual edad y condición social y cultural, medido por un instrumento validado por la Organización Mundial de la Salud y administrado individualmente.”


	Sin debate, la indicación fue aprobada por unanimidad.


N° 3.


	El número 3, introduce modificaciones al artículo 3°.


	La Diputada señora Ovalle y los Diputados señores Arratía, Cornejo, don Patricio; Girardi, Ojeda, Olivares y Palma, don Osvaldo, presentaron indicación para suprimir, en el inciso segundo,  el vocablo “psicométricas”


	Sin debate fue aprobado por unanimidad, el número 3 con la indicación.


N° 4°.


	El número 4, sustituye el artículo 4°.


	Los señores Girardi, Melero, Ojeda, Olivares, don Carlos, y Palma, don Osvaldo, patrocinaron una indicación para eliminar la palabra “discapacidad” la segunda vez que se menciona en su texto.


	Sin discusión, fue aprobado por unanimidad, con la indicación.


N° 5.


	El número 5, deroga los artículos 5° y 6°.


	Sin debate, fue aprobado por unanimidad.


	Número nuevo, que pasa a ser 6.


	La Diputada señora Ovalle y los Diputados señores Girardi, Melero, Ojeda, Olivares, y Palma, don Osvaldo, formularon indicación para reemplazar el artículo 7°, por el siguiente:


	“Artículo 7º.-  Las acciones de prevención se desarrollarán en los siguientes niveles: prevención primaria con detección de casos de alto riesgo; prevención secundaria con tratamiento temprano, y prevención terciaria con programas de rehabilitación e integración social.  En todos estos niveles confluirán acciones interministeriales, coordinadas por el Ministerio de Salud.”


	Sin discusión, la indicación fue aprobada por unanimidad.


N° 6, que pasa a ser 7.


	El número 6, que pasa a ser 7. modifica el artículo 8°.


	Sin debate, fue aprobado por unanimidad.


N° 7, que pasa a ser 8.


	El número 7 que pasa a ser 8, agrega un artículo 8° bis.


	La Diputada señora Ovalle los Diputados señores Melero, Ojeda, Olivares, y Palma, don Osvaldo, presentaron indicación para eliminar el punto y coma (;) que figura a continuación del término “aplicadas”, reemplazándolo por una coma (,) y agregando a continuación la frase “entre otras,”.


	Sin debate, con la indicación fue aprobado por unanimidad.


N°s 8 al 15, que pasan a ser 9 al 16 consecutivamente.


	Los números 8 al 15, que pasan a ser 9 al 16, respectivamente y que modifican los artículos 10, 11, 12, 14, 15, 16, 17 y 18, fueron aprobados sin debate, por unanimidad, en los mismos términos propuesto por el H. Senado.


N° 16, que pasa a ser 17.


	El número 16, que pasa a ser 17, incorpora un artículo 18 bis nuevo.


	Los Diputados señores Arratía, Cornejo, don Patricio; Olivares, y Palma, don Osvaldo, formularon indicación a la letra a) del número 1, para sustituir el vocablo “alimenticias” por “alimentarias”.


	En el debate, se señaló que el uso de la palabra alimenticia en la letra a) en este caso es errónea por cuanto la dependencia es “alimentaria” puesto que e término “alimenticio” constituye una cualidad de un producto que alimenta y nutre.


	Por otra parte, se expresó que los médicos pueden tener razón desde el punto de vista técnico pero se hizo presente que en materia de alimentos el Código Civil usa la expresión pensión alimenticia por lo que se manifestó opinión en el sentido que debe mantenerse la palabra “alimenticia”.


	En la discusión se insistió que el uso de la palabra alimenticia para referirse, por ejemplo, a la pensión está bien utilizado pero en este caso en errónea por cuanto se refiere a dependencia y la palabra correcta, técnicamente, es “alimentaria.


	Cerrado el debate y puesta en votación la indicación, fue aprobada por 3 votos a favor, uno en contra y una abstención.


	Sometido a votación el número 16 que pasa a ser 17, fue aprobado por unanimidad.


N° 17, que pasa a ser 18.


	El número 17, que pasa a ser 18, que modifica el artículo 19, fue aprobado, sin debate, por unanimidad.


-------


4. ARTÍCULOS CALIFICADOS POR EL SENADO COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO Y LA DE AQUELLOS A LOS CUALES LA COMISIÓN OTORGA IGUAL CARÁCTER.


	No los hay.


5. ARTÍCULOS QUE DEBAN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


	El proyecto no contiene normas que deban ser conocidas por la Comisión de Hacienda.


6. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS POR LA COMISIÓN.


	No los hay.


--------


	Se deja constancia que el texto del informe contiene modificaciones introducidas de conformidad a lo dispuesto en el artículo 15 de Reglamento.


--------


7. TEXTO DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN. 


PROYECTO DE LEY.


	Artículo único.-  Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.600:


	1)  Modifícase el artículo 1º en el siguiente sentido:


	a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


	“Artículo 1°.-  La prevención, rehabilitación y equiparación de oportunidades constituyen derechos para la persona con discapacidad mental y deberes para su familia y la sociedad en su conjunto.”


	b) En el inciso tercero, sustitúyense las expresiones “deficiencia mental” por “discapacidad mental” y “los deficientes mentales” por “las personas con discapacidad mental”.


	2)  Reemplázase el artículo 2º por el que se indica a continuación:


	“Artículo 2°.-  Para los efectos de la presente ley, se considera persona con discapacidad mental a toda aquella que, como consecuencia de una o más limitaciones psíquicas, congénitas o adquiridas, previsiblemente de carácter permanente y con independencia de la causa que las hubiera originado, vea obstaculizada, en a lo menos un tercio, su capacidad educativa, laboral o de integración social.


	Se entiende disminuida en un tercio la capacidad educativa, laboral o de integración social de la persona cuando, considerando en conjunto su rendimiento en las áreas intelectual, emocional, conductual y relacional, se estime que dicha capacidad es igual o inferior al setenta por ciento de lo esperado para una persona de igual edad y condición social y cultural, medido por un instrumento validado por la Organización Mundial de la Salud y administrado individualmente.”


	3)  Modifícase el artículo 3º en el siguiente sentido:


	a)  Sustitúyese la expresión “deficiencia mental”, las siete veces que aparece, por “discapacidad mental”.


	b)  Suprímese, en el inciso final, la palabra “psicométrica”.


	4)  Sustitúyese el artículo 4º por el siguiente:


	“Artículo 4º.-  La constatación, calificación, evaluación y declaración de la discapacidad mental, así como la certificación de ésta, se hará de conformidad al procedimiento señalado en el Título II de la ley Nº 19.284 y en el reglamento.”


	5)  Deróganse los artículos 5º y 6º.


	6)  Sustitúyese el artículo 7º por el siguiente:


	“Artículo 7º.-  Las acciones de prevención se desarrollarán en los siguientes niveles: prevención primaria con detección de casos de alto riesgo; prevención secundaria con tratamiento temprano, y prevención terciaria con programas de rehabilitación e integración social.  En todos estos niveles confluirán acciones interministeriales, coordinadas por el Ministerio de Salud.”


	7)  Reemplazase, en el artículo 8º, la expresión “los deficientes mentales discretos” por ”las personas con discapacidad mental discreta”, y la frase “Los deficientes mentales moderados y graves” por “Las personas con discapacidad mental moderada y grave”.


	8)  Agrégase, a continuación del artículo 8º, el siguiente artículo 8º bis:


	“Artículo 8º bis.-  La educación que se imparta a la persona con discapacidad mental tenderá a facilitarle la integración educativa, laboral y social según sus posibilidades, mediante el desarrollo armónico de sus facultades y capacidades personales en las siguientes áreas de habilidades adaptativas aplicadas, entre otras, comunicación, cuidado personal, independencia en el hogar, destrezas sociales, uso e instalaciones comunitarias, autodeterminación, salud y seguridad personal, funcionalidad académica, recreación, trabajo y artísticas.”


	9)  Sustituyese, en el artículo 9º, las expresiones “los deficientes mentales graves y profundos” por “las personas con discapacidad mental grave y profunda” y “los deficientes mentales graves o profundos” por “las personas con discapacidad mental grave o profunda”, las dos veces que aparece.


	10)  Reemplázase, en el artículo 10, la expresión “los deficientes mentales” por “las personas con discapacidad mental”.


	11)  Sustitúyese, en el artículo 11, la expresión “los deficientes mentales discretos, moderados o graves” por “las personas con discapacidad mental discreta, moderada o grave”.


	12)  Reemplázase, en los artículos 12 y 14, la expresión “deficientes mentales” por “personas con discapacidad mental”.


	13)  Reemplazase, en el artículo 15, la expresión “los deficientes mentales” por “las personas con discapacidad mental” y la frase “mediante informe emitido por los médicos o psicólogos a que se refiere el inciso segundo del artículo 4º” por la siguiente: “en la forma a que se alude en el artículo 4º”.


	14)  Sustitúyese, en el artículo 16, la expresión “el deficiente mental” por “la persona con discapacidad mental”.


	15)  Reemplázase, en el artículo 17, la expresión “los deficientes mentales” por “las personas con discapacidad mental”.


	16)  Sustitúyese, en el artículo 18, las expresiones “deficientes mentales” por “personas con discapacidad mental” y “el deficiente mental” por “la persona discapacitada mental”.


	17)  Incorpórase el siguiente artículo 18 bis:


	“Artículo 18 bis.-  Las personas naturales o jurídicas que se encuentren inscritas en el Registro Nacional de la Discapacidad y que tengan a su cargo personas con discapacidad mental, cualquiera que sea su edad, serán curadores provisorios de los bienes de éstas, por el solo ministerio de la ley, siempre que se cumplan los siguientes requisitos:


	1) Que se encuentren bajo su cuidado permanente.  Se entiende que se cumple dicho requisito:


	a) cuando existe dependencia alimentaria, económica y educacional, diurna y nocturna, y


	b) cuando dicha dependencia es parcial, es decir, por jornada, siempre y cuando ésta haya tenido lugar de manera continua e ininterrumpida, durante dos años a lo menos.


	2) Que carezcan de curador o no se encuentren sometidos a patria potestad.


	3) Que la persona natural llamada a desempeñarse como curador provisorio o, en su caso, los representantes legales de la persona jurídica, no estén afectados por alguna de las incapacidades para ejercer tutela o curaduría que establece el párrafo 1º del Título XXX del Libro Primero del Código Civil.


	Si las circunstancias mencionadas en el inciso anterior constaren en el Registro Nacional de la Discapacidad, bastará para acreditar la curaduría provisoria frente a terceros el certificado que expida el Servicio de Registro Civil e Identificación.


	La curaduría provisoria durará mientras permanezcan bajo la dependencia y cuidado de las personas inscritas en el Registro aludido y no se les designe curador de conformidad con las normas del Código Civil.


	Para ejercer esta curaduría no será necesario el discernimiento, ni rendir fianza, ni hacer inventario.  Estos curadores gozarán de privilegio de pobreza en las actuaciones judiciales y extrajudiciales que efectúen con relación con esta curaduría y no percibirán retribución alguna por su gestión.


	Las disposiciones del Código Civil sobre los derechos y obligaciones de los curadores se aplicarán en todo lo que resulte compatible con la curaduría que en este artículo se señala.”


	18)  Reemplázanse, en el artículo 19, las expresiones “deficiencia mental” por “discapacidad mental”; “deficientes mentales profundos” por “personas con discapacidad mental profunda”; “los deficientes mentales” por “las personas con discapacidad mental”, y “al deficiente mental” por “a la persona con discapacidad mental”.


------


	Se designó Diputado Informante al señor Ojeda, don Sergio


	SALA DE LA COMISIÓN a 16 de enero de 2001.























	Acordado en sesiones de fecha 7 de noviembre, y 19 de diciembre de 2000 y 9 y 16 de enero de 2001, con la asistencia del Diputado señor Olivares (Presidente); de las Diputadas señoras Cristi y Ovalle, y de los Diputados señores Aguiló, Arratia, Cornejo, Guirardi, Masferrer, Melero, Moreira, Ojeda, Palma, don Osvaldo, y Urrutia.











HÉCTOR PIÑA DE LA FUENTE


Secretario de la Comisión
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